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Idea preliminar 

El tema de la rendición de cuentas se ha convertido en la parte central del debate a nivel mundial entre los estudiosos del derecho electoral precisamente porque es un asunto técnico cuya solución requiere del ejercicio de la política, se ha convertido en un presupuesto necesario para la construcción de la democracia, situado en el núcleo de la normatividad, dada la importancia alcanzada por los partidos para la vida y la consolidación del Estado democrático.2 

Los partidos políticos como entidades de interés público realizan un sinnúmero de actividades tendentes a mantener con vida al Estado moderno, de ahí que el dinero sea un factor determinante en la búsqueda del poder y un asunto relevante no sólo por las cantidades implicadas o por sus fuentes de origen, sino porque los partidos se han vuelto la columna vertebral del Estado democrático3. Esta circunstancia, obliga a los partidos políticos a rendir cuentas a la ciudadanía con la finalidad de que ésta conozca el origen y destino de los recursos tanto públicos como privados que utilizan en sus diversas actividades, ello en correspondencia al derecho a recibir información que también ocupa un lugar importante en la construcción de la democracia.
Es así que, pocos asuntos son más importantes en el ámbito electoral que el tema del dinero: de dónde viene; en dónde se aplica, en qué montos y actividades pueden gastarse, cómo se llevan a cabo las cuentas y su publicidad respectiva, y, fundamentalmente, cuál es la relación que existe entre el dinero invertido en un proceso electoral y las decisiones de los gobernantes emanados de él, que eventualmente pueden fortalecer a los aportantes4. Las problemáticas que se han derivado de esta situación es lo que motiva a mantener constantemente en revisión al marco electoral, ya que la utilización de dineros cuya procedencia se desconoce, el gasto sin control, así como los escándalos de corrupción, son tan solo algunos ejemplos de que el financiamiento de los partidos políticos tiene una importancia decisiva en los procesos electorales y, por ello, su regulación es un reto fundamental para cualquier régimen que aspire a ser democrático. 
El presente ensayo aborda los temas de la rendición de cuentas y el acceso a la información como temas primordiales en la consolidación del estado democrático, tomando como referencia al Estado de Chiapas que optimiza estos dos derechos ciudadanos como una necesidad social para transparentar los recursos que utilizan las entidades políticas. Ambos temas deben interrelacionarse en la materia  electoral como requisito sine qua non del derecho fundamental de los ciudadanos por conocer los ingresos y egresos de los partidos políticos, pues se trata de un asunto público que a todos interesa.
La rendición de cuentas y el acceso a la información en materia electoral

Todo mecanismo de control en el financiamiento y la fiscalización a los partidos políticos debe fundarse en una cultura de la rendición de cuentas ante el órgano electoral que corresponda. Ello porque es una necesidad política fundamental de toda sociedad democrática y porque el tema de la rendición de cuentas ya forma parte del lenguaje político cotidiano en la comunidad internacional. Además, expresa de manera nítida esta preocupación continua por controles y contrapesos, por la supervisión y la restricción del poder. Pero la rendición de cuentas también involucra el derecho a recibir información y la obligación correspondiente de divulgar todos los datos necesarios como el derecho a recibir una explicación y el deber correspondiente de justificar el ejercicio del poder. 

Empero, en política la rendición de cuentas se ha convertido en la manzana de la discordia de los partidos frente al órgano electoral, toda vez que los dirigentes partidistas están acostumbrados a la exigencia plena de este principio democrático a los poderes públicos, pero al interior de sus organizaciones es algo que no ocupa un lugar privilegiado en su agenda de trabajo, mucho menos frente a la sociedad, situación que ha generado escándalos de corrupción o fraude a la ley en los últimos años en gran parte de los países latinoamericanos, especialmente en México con los casos “PEMEXGATE” y AMIGOS DE FOX” en los que quedó demostrado que el dinero es determinante en la búsqueda del poder. La experiencia vivida con estos dos casos en el país, ha generado que el control al financiamiento a través de una fiscalización adecuada, sea fundamental para el fomento de la participación del pueblo en la vida democrática, siempre y cuando ésta pueda acceder a conocer en qué gastan los partidos políticos. 
La problemática no es casual, ya que importa a los estudiosos del derecho constitucional porque observan que –en la mayor parte de las entidades federativas en México, excepto Chiapas- el diseño de las reglas electorales no obliga del todo a los actores y organizaciones a transparentar el uso de los dineros públicos y privados ejercidos en la política. Si a ello le sumamos las divisiones en la trastienda de los partidos y el órgano electoral -quien generalmente enciende el semáforo rojo frente a las irregularidades-, el problema se torna más interesante aún, porque las conductas de no transparentar los gastos son en detrimento a esa confianza que la sociedad deposita en los partidos políticos. Es obvio que al romperse esa confianza, la decepción se manifiesta en cada jornada electoral con índices de abstencionismo considerables.5
Datos dados a conocer por el propio Instituto Federal Electoral señalan que durante los últimos 11 años, los partidos políticos desarrollaron con desahogo su funcionamiento ordinario, que costó a los contribuyentes casi 20 mil 740 millones de pesos. El cheque mensual de la Secretaría de Hacienda, que equivale a más de 90% de los gastos del día a día, operó una transformación: los partidos políticos adquirieron la talla de corporaciones de perfil patronal. Manejan nóminas, enfrentan demandas por despido y retienen impuestos de sus trabajadores como lo hace cualquier empresa. Camionetas, boletos de avión, celulares, oficinas confortables para jefes con grandes salarios, incluso superiores a los del Presidente de la República, sepultaron el pasado de restricciones de la oposición. Anualmente, el dinero para los partidos creció a un ritmo mayor que la inflación (94.66% en el periodo) y agregó un “copete” de 35% respecto del monto inicial de los años 906. Además, el erario suministró dinero adicional al del gasto diario de los partidos: más de 7 mil millones de pesos para cuatro campañas federales.

Esta realidad (sumada a la necesidad de transparentar los recursos del poder público), ha provocado que los Estados democráticos hayan roto con la tradicional idea de la división del poder (como el Tribunal de Cuentas español) y den paso a la creación de órganos ex professo, encargados de la revisión, control y fiscalización de los recursos que gastan los poderes públicos y, en algunos casos, lo que gastan los partidos políticos (como en Chiapas). Desde luego, esta idea descansa en la de los órganos constitucionales autónomos que responde al agotamiento institucional y el perverso equilibrio entre los poderes del Estado. 
Lo anterior fomenta la necesidad de crear y establecer en la Constitución órganos con autonomía de actuación que no estén atribuidos a la estructura de los depositarios clásicos del poder, a fin de distribuir ciertas funciones estatales (principalmente la de revisar cuentas públicas e informar a la ciudadanía) para evitar su concentración. Esto, sin duda, contribuye a la democracia y al bienestar social, obteniendo con ello una mayor especialización, agilización, control y transparencia de los dineros invertidos en política. Sin embargo, no sólo el tema del dinero es importante en la construcción del Estado democrático; lo es también el tema de los derechos fundamentales7, principalmente, el del acceso a la información8 pública, que ha sido un derecho reconocido hasta hace unos años en México. Mientras los partidos son entidades de interés público –ut supra-, lo que ellos hagan u obtengan en dinero o en especie para sus actividades, es un asunto de interés general que merece ser conocido por los ciudadanos como parte de su derecho a recibir información, lo cual enriquece otra escala de derechos básicos, como los de pensamiento, expresión y publicación de sus ideas. 
El derecho a la información comprende un conjunto de tres facultades interrelacionadas –difundir, investigar y recibir información- agrupada en dos vertientes, a saber: el derecho a informar y el derecho a ser informado. Siguiendo a Sergio López Ayllón9, cada una de éstas se desarrolla de la siguiente manera:  a) El derecho a informar que comprende las facultades de difundir e investigar, vendría a ser la fórmula moderna de la libertad de expresión, porque la libertad de expresión no es ya suficiente para referir la complejidad del proceso informativo, ni sus mecanismos de protección suficientes para asegurar en las sociedades modernas la existencia de una comunicación libre y democrática. Supone también el establecimiento de fuentes de información abiertas al público, así como el acceso a los documentos administrativos y bancos de datos de carácter público (como sería el de los partidos políticos) y, b) el derecho a ser informado es el segundo aspecto que no se entiende sino en relación con el exterior, es la facultad de recibir informaciones. Este segundo aspecto es quizá el más novedoso y se refiere básicamente al derecho del individuo y de los grupos sociales, a estar informados de los sucesos públicos y, en general, de todas las informaciones que pudieran afectarle en su entorno. Todo lo anterior, para lograr que el individuo oriente su acción y participe en la vida política de su comunidad, ello sólo será posible, si accede a conocer el destino que se le da a los impuestos que paga y que utilizan los partidos en sus actividades ordinarias, de precampaña y campaña políticas.
Como puede verse, la rendición de cuentas de los entes públicos y, en especial de los partidos políticos, responde a la necesidad social para que el ciudadano conozca el manejo de sus finanzas, además, esto garantiza que sus acciones no estén en la opacidad política, optimizando el derecho ciudadano por conocer el origen y destino de los recursos que son de interés general. 
No puede soslayarse que la construcción de la democracia no sólo se sostiene en la organización de elecciones10 libres y transparentes, sino en la responsabilidad de los actores políticos por dar a conocer sus finanzas, tomando en cuenta que el dinero en la política -sea del erario del Estado o privado-, es considerado público en razón de que su ejercicio -u origen ilícito en su caso- impacta en los intereses de la sociedad, al ser ésta el objeto del trabajo proselitista11. Bajo esta dinámica, no rendir cuentas en materia electoral, hace nugatorio el derecho de los ciudadanos de tener la certeza de que los partidos están cumpliendo con sus actividades constitucionales encomendadas. 
Si los partidos políticos rinden cuentas, los procesos electorales tendrán mayores niveles de confianza en la ciudadanía y será posible la consulta popular hacia las finanzas de las actividades partidistas. Dicha consulta enriquecerá la información al ciudadano para la toma de sus decisiones, pues curiosamente, la sociedad casi no se entera del dinero (bien o mal habido) utilizados en las campañas porque los partidos niegan o evaden reportar sus contratos (informales) con grupos de financiamiento (de los cuales se desconoce su procedencia), lo que genera un círculo vicioso en las relaciones de poder y la complicidad de quienes aspiran a gobernar dentro de los órganos del Estado. 

De la misma forma, rendir cuentas supone niveles de competencia en la democracia que nutre la pluralidad política, para ello, el marco jurídico y la cultura juegan un papel importante, pues no se lograrán transparentar los recursos de los partidos políticos, mientras la clase política y la sociedad en general sigan pensando que la democracia sólo se construyen en las urnas12 y no con la implementación de mecanismos que garanticen el derecho a la ciudadanía a informarse. Cuando ello ocurra, los procesos electorales serán más competitivos, ya que los partidos y los candidatos, privilegiarán la obligación de dar a conocer sus finanzas a la ciudadanía con la intención de sumar votos por el solo hecho de presentarse ante la sociedad como un competidor transparente. 
El nuevo marco jurídico electoral en Chiapas

En Chiapas se ha dado un gran paso en materia de derechos fundamentales relacionados con el tema electoral, pues en correspondencia con la reforma constitucional federal, se implementó un "modelo electoral" innovador –ello a pesar de que ya se habían presentado avances importantes desde 2004- ofreciendo una separación de funciones fundadas en la autonomía de origen constitucional, lo cual es ya un paradigma a seguir a nivel nacional, porque se ha creado un procedimiento especial y se sumaron medidas que desde diferentes puntos atacan los problemas que surgen en la financiación, especialización y fiscalización de los dineros en la política, todo ello con miras a lograr que la fiscalización sea un asunto técnico y jurídico más no político, para garantizar la transparencia y el derecho de los ciudadanos a conocer los gastos de los partidos. 

El modelo chiapaneco tuvo su génesis en el año 2004 y es el precursor de la profesionalización al tema de la fiscalización, descentralizando esa función al órgano que organizaba las elecciones, fortaleciendo su diseño institucional con un Instituto de Elecciones y Participación Ciudadana (IEPC) y una Comisión de Fiscalización Electoral13 (COFEL) con la reforma local del 2007. Esta reforma abarca temáticas que concuerdan y van más allá de la propia reforma federal de ese mismo año, pues la Comisión es un órgano ex professo para fiscalizar, controlar y vigilar las actividades financieras de los partidos políticos, puede –además- suspender espacios publicitarios distintos a radio y televisión cuando denigren a un candidato y cuenta con la figura del amicus curiae en las tareas de fiscalización, poniendo a Chiapas a la vanguardia en materia de rendición de cuentas en materia electoral.
Pero otros de los grandes avances en materia de derechos fundamentales en Chiapas, lo conforman el reconocimiento de “derechos políticos emergentes” que nutren la transparencia de los asuntos públicos, verbigracia, el derecho de petición política del ciudadano a los partidos políticos y su derecho a recibir la información correspondiente (el derecho a recibir información abarca la obligación a los entes públicos en general); el derecho a exigir que las propuestas de campaña se cumplan y la protección jurisdiccional local de cualquier derecho político violado.
Hoy los partidos políticos en Chiapas están más comprometidos con la rendición de cuentas y la transparencia, pues el marco jurídico electoral no sólo los obliga a presentar informes de gastos en forma trimestral, anual, de precampaña y campaña a la COFEL, sino que están obligados a cumplir cualquier petición política que el ciudadano les solicite. Este derecho a la información política del ciudadano incluye a dos órganos electorales (IEPC y COFEL) en sus respectivas competencias, de tal forma que mediante un procedimiento especial sustancian, atienden y responden la petición con la información que posean sobre los partidos. 
Por otro lado, en el Código de Elecciones y de Participación Ciudadana el ciudadano no sólo encuentra medios de participación política, sino el derecho a inconformarse cuando su derecho a recibir información política haya sido vulnerado. Junto a la ley de transparencia, la legislación electoral especializa el derecho a recibir información política oportuna que le sirvan al ciudadano en el proceso de reflexión respecto a determinado candidato o programa de gobierno ofrecido. 
Esta novedad jurídica no sólo fortalece el binomio pueblo-gobierno, sino que garantiza y amplía el derecho a mantener informada a la ciudadanía de la actividades que realizan los partidos políticos, más importante aún, sobre la información relativa a sus cuentas y niveles de transparencia en el manejo de los recursos económicos que reciben, pues un elemento que caracteriza a las sociedades democráticas modernas son los niveles de control ciudadano sobre las entidades políticas. Luego entonces, el derecho a recibir información se corresponde con la vigilancia, el control y la fiscalización de las finanzas y las acciones que realizan los partidos políticos, mismas que no pueden seguir permaneciendo en la decisión secreta de la discrecionalidad. 
Hoy en Chiapas los asuntos públicos son del dominio social, aún cuando la ley presenta grandes desafíos y las autoridades electorales requerirán de mayores facultades para romper los obstáculos que impidan transparentar los dineros en la política, el avance ha sido significativo y los retos serán mayores cada vez que el neociudadano peticionario haga ejercicio de sus derechos de pedir e informarse de los asuntos de la cosa pública. 
En Chiapas se han sentado las bases de un sistema electoral en el que fiscalizar la política encierra aspectos de financiamiento y control, la vigilancia gubernamental, el cumplimiento de propuestas de campaña, el régimen sancionador, la democracia intrapartidista14 y  la transparencia. Cada uno abarca características propias que el régimen jurídico explica, con la finalidad de hacer de la política un asunto público, que sea visto y conocido por todos, desde sus causas, medios que la sostienen y desarrollo, siendo un bien social necesario que debe tutelarse a través de instrumentos jurídicos que guíen su ejercicio hacia la democracia.

Avances de la rendición de cuentas en materia electoral
Una vez que hemos determinado la conjugación entre derecho a la información y la rendición de cuentas en materia electoral, así como el marco jurídico que sirve de fundamento en el Estado de Chiapas, veamos ahora los avances que en esta materia se han producido. 

Antes del 2004 la fiscalización a las cuentas de los partidos políticos se llevaba al cabo en el seno del Consejo General del extinto Instituto Estatal Electoral (IEE). Este modelo responde al dualismo de los órganos electorales cuya tendencia viene desde el ámbito federal, es decir, el órgano electoral organiza elecciones y fiscaliza los dineros de los partidos. Actualmente, la fiscalización se produce desde el examen de un órgano constitucional autónomo (COFEL), lo cual supone tres grandes logros que son medulares en la búsqueda de un régimen democrático: primero, el órgano electoral queda libre de toda presión política a cambio de una fiscalización “light”; segundo, existe una especialización en las tareas de fiscalización y un mayor compromiso con la transparencia de los partidos políticos y, tercero, la información que se derive de los procesos de fiscalización son de orden público y constituye un derecho fundamental a favor de los ciudadanos.
Para darnos una idea del avance en la rendición de cuentas en materia electoral, datos dados a conocer por la Dirección  de Fiscalización y Auditoría a los partidos políticos de la COFEL, respecto a los montos no solventados en los procesos electorales de 2004 a cargo del IEE y el del 2007 con la nueva legislación, arrojan una realidad sorprendente: en el proceso electoral del 2004, durante la fiscalización de los recursos ejercidos durante las campañas de diputados y miembros de ayuntamientos se detectó un importe de $451, 345. 30, mientras que en el proceso de 2007 la COFEL detectó un importe de $ 6´564,603.21 únicamente en la campaña a diputados, lo que representa 8 veces más a los montos no solventados identificados como irregulares15. 

Asimismo el IEE (2004) determinó en su dictamen consolidado, un importe de $86,325.50 por concepto de multas impuestas a los 6 partidos participantes, en la elección de diputados y miembros de ayuntamientos, mientras que la COFEL en 2007 aplicó un monto de $605,710.00, por concepto de multa en la campaña de diputados, representando 14 veces más a las sanciones impuestas16.
Los partidos políticos con mayores cantidades no solventadas fueron: el PRI en 2004 con $ 222,431.98 y el PRD en el 2007 con 2´231,775.4517. Ello nos puede dar una buena lectura de lo que está ocurriendo con la transparencia que se pretende, pues además, son datos que pueden ser consultados por la ciudadanía con su derecho a la información, los cuales pasan a formar parte de un asunto público.
Cabe destacar que en el 2004 no existía (cuando menos no se encuentra documentado) un informe detallado o pormenorizado de la revisión hecha por el IEE a los gastos de los partido políticos, mientras que con las nuevas responsabilidades de la COFEL y el nuevo marco jurídico electoral, la información que poseen los partidos no sólo son de orden público, sino que deben examinarse desde una visión comprometida con la transparencia, lo que representa un gran avance en la materia electoral.

Conclusiones 

Chiapas ha ponderado la necesidad de implementar la rendición de cuentas como mecanismo necesario para fortalecer la relación pueblo-gobierno, así como la urgencia de optimizar -con mayor razón- la protección de los derechos fundamentales, especialmente el que los ciudadanos puedan acceder a la información de las entidades políticas.
Los partidos políticos no son la excepción y ahora están obligados a atender el derecho de petición política del ciudadano respecto a la información o a la actividad que realicen. Para ello tanto la COFEL como el IEPC también están obligados a dar la información que posean, siempre que le haya sido solicitada por los ciudadanos.
Por otro lado, el esquema de revisión financiera a los partidos en Chiapas, obliga a reflexionar si el modelo dual de organizar elecciones y fiscalizar a la vez, sin autonomía técnica y presupuestaria, concentradas en un mismo órgano electoral (como ocurre con el IFE y todos los instituto electorales del país), realmente funciona de manera eficiente y eficaz en relación a la transparencia que se pretende; o, en su caso, si supone un riesgo mayor para que tanto la rendición de cuentas como las tareas de fiscalización, vigilancia y control de los dineros en la política se condicionen por poderes fácticos, motivados por la dinámica en que se desarrollan los procesos electorales.
En Chiapas han quedado superados los obstáculos jurídicos que impedían conocer las múltiples actividades partidistas, las cuales, sin control alguno vulneraban derechos ciudadanos. Hoy el ejercicio de la política transita por nuevos caminos, en donde el ciudadano asume posiciones ideológicas respecto a los asuntos públicos, pero ésto no será posible si no se le garantiza un verdadero acceso a  la información que le permita tomar sus propias decisiones y pueda -de esta manera- contribuir al desarrollo democrático.
La rendición de cuentas en el Estado de Chiapas es un buen ejemplo de garantía del derecho a la información pública en materia electoral que irá cosechando logros cada vez más amplios a favor de los derechos del hombre. Sólo así transitaremos por el verdadero camino hacia la democracia, precisamente cuando los que hacen política no tengan nada que ocultar a la ciudadanía. 
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NOTA: Investigación de campo a cargo del análisis cuantitativo de los resultados electorales locales para elegir diputados y miembros de ayuntamientos en 1998, 2001, 2004 y 2007, así como análisis de datos proporcionados en la Dirección General de Fiscalización y Auditoría de la Comisión de Fiscalización Electoral, previamente solicitados con base en la ley de acceso a la información.
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2 Woldenberg, José, La Construcción de la democracia, Temas de debate, Ed., Plaza Janes, México 2002, p. 289


3 Ídem


4 Chauyffet Chemor, Emilio, Algunas reflexiones sobre el financiamiento a los partidos políticos en México, en Partidos Políticos: democracia interna y financiamiento de precampañas, Memoria del VII Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional, María del Pilar Hernández (Coord.), Instituto de Investigaciones de la UNAM, México 2002, p. 35.





5 Con una población total en 2002 de 101 millones 270 mil habitantes, según la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos 2002 del INEGI, y un padrón electoral de 65 millones 337 mil electores a nivel nacional, de acuerdo con el Instituto Federal Electoral (IFE), históricamente el abstencionismo ha ido en ascenso en México. En el año 2000 con un padrón electoral de 59 millones 591 mil 638 personas el abstencionismo fue mayor en 14% en relación con 1994, cuando dicho padrón ascendió a 47 millones 480 mil 159 electores. En 1994 el abstencionismo fue del 22 por ciento del padrón. En aquellas elecciones el candidato priísta Ernesto Zedillo Ponce de León obtuvo la victoria con 17 millones 341 mil 921 votos. Para el proceso de 2000, el padrón electoral creció a 58 millones 782 mil 737 electores, en total votaron 37 millones 603 mil 923 personas. Vicente Fox, candidato por la Alianza, obtuvo la victoria con 15 millones 988 mil 740 votos; el nivel de abstencionismo creció hasta el 36.3 por ciento como consecuencia de que 21 millones 178 mil 814 personas no acudieron a las urnas a sufragar; artículo publicado en opinionpress: ¿Minorías peligrosas en México?, Nieto Arreola, Guillermo, consultable en http://www.opinionpress.com/articles-3489.html. En el caso de las elecciones en Chiapas de 1998 a 2007 el índice de participación ciudadana ha oscilado en el 50%. Las más bajas se registraron en 1998 y en el año 2006, Consúltese datos en la pagina del Instituto de Elecciones y Participación Ciudadana http:iepc-chiapas.org.mx/nueva/


6 Boletín de prensa dado a conocer por el Periódico El Universal, lunes 07 de enero de 2008.


7 Para Luigi Ferrajoli los derechos fundamentales son todos aquellos derechos subjetivos que corresponden universalmente a –todos- los seres humanos en cuanto dotados del status de personas, de ciudadanos o personas con capacidad de obrar: entendiendo por derecho subjetivo cualquier expectativa positiva (de prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) adscrita a un sujeto por una norma jurídica: y por status, la condición de un sujeto, prevista asimismo por una norma jurídica positiva, como presupuesto de su idoneidad para ser titular de situaciones jurídicas y/o autor de los actos que son en ejercicio de éstas. Cfr. Ferrajoli, Luigi, Diritti fondamentali. Un dibattito teorico, a cura di Ermanno Vital, Roma-Bari 2001, p. 5. 


8 El derecho a la información está íntimamente vinculado con la libertad de expresión, ya que no puede opinar correctamente quien no está plenamente informado. La parte final del artículo 6º constitucional fue el resultado de la reforma política de 1977. La interpretación de la Corte del derecho a la información ha variado con el paso del tiempo; inicialmente consideró que se trataba de una garantía electoral a favor de los partidos políticos, pero después amplió su criterio hasta equiparar este derecho con una garantía individual, según la tesis P. XLV/2000. La obligación del Estado de garantizar la información a la ciudadanía, hace de este derecho una pieza fundamental en la que descansa la democracia. Sin embargo, cabe señalar que este derecho aparece en la historia hasta 1948, concretamente en la Declaración Universal de los Derechos del Hombre, abarcando tres puntos principales: su acceso, su difusión, y la libertad de expresión. Asimismo su consagración no sólo está prevista en el artículo 6º de la Constitución, sino también en los artículos 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 19 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos. Para dilucidar este derecho, es necesario considerar el concepto de información. Existen varias definiciones, según la disciplina desde donde se estudia, por ejemplo, en bibliotecología, es cualquier dato registrado en un soporte impreso o electrónico. En comunicación se genera cuando los hechos toman forma de noticia, opinión, análisis o debate y, en la ciencia del derecho significa dar forma, con un sentido y significado de carácter legal, pero la posmodernidad ha generado confusiones, pues en algunos casos no se percibe hasta dónde se trata de información y hasta dónde de comunicación, porque sus lazos son muy estrechos y las diferencias solo pueden establecerse en el plano epistemológico. En la dimensión social, Carlos Soria la define como un acto de justicia, una función pública, un derecho y un deber, destacando que no es patrimonio exclusivo o excluyente de empresas informativas, ciertamente su objetivo está destinado a resolver cualquier asunto, problema o situación pues apoya al sujeto a fijar, delinear y formar el criterio de los sujetos. Jorge Carpizo y Ernesto Villanueva definen tal derecho como “... un conjunto de normas jurídicas que regulan y tutelan las libertades, garantías, facultades y delimitaciones que... [lo]... integran”. En materia política es un derecho ciudadano de acceder a la información relativa a los asuntos del Estado, es decir, asuntos relacionados al funcionamiento del poder, su acceso y modos de su ejercicio. Esta información es necesaria porque le permite al ciudadano acrecentar su cultura política con la finalidad de ampliar su criterio y emitir un juicio de valor que influya en el ejercicio de cualquiera de los derechos políticos. El derecho a la información, grosso modo, está conformado por una amplia normatividad que nos permite acceder a diversas fuentes de información. Por eso, el marco jurídico es amplio, destacando los Artículos 6º, 7º y 8º de la Constitución federal, Ley que garantiza la Transparencia y el Derecho a la Información Pública para el Edo de Chiapas, la Ley de Imprenta, la Ley General de Bibliotecas, la Ley para el Fomento de la Lectura y el Libro, la Ley Federal de Derechos de Autor, la Ley de Información Estadística y Geográfica, la Ley General de Bienes Nacionales, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información, la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, la Ley Federal de radio y Televisión, la Ley Federal de Vías de Comunicación, la Ley Federal de Telecomunicaciones, el Reglamento sobre Publicaciones y Revistas Ilustradas, los Reglamentos de la Ley Federal de Radio, Televisión y el de la Industria Cinematográfica, el Reglamento del Servicio de Televisión por Cable, los tratados internacionales ratificados por México de acuerdo con las disposiciones contenidas en el Artículo 133 Constitucional y, las decisiones judiciales del ámbito interno y las del externo. Cfr. Nieto Arreola, Guillermo, El nuevo contexto jurídico de los derechos políticos en México, Ed. Laguna, Contraloría de la Legalidad Electoral y Tribunal Electoral del Poder Judicial del Estado, México, 2007.


9 Señala López Ayllón que en un sentido más amplio algunos tratadistas hablan de libertad de información, que cubre las libertades de expresión e imprenta y la correspondiente a otros medios como la radio, la televisión y el cine, y en general cualquier otro medio de comunicación posible. Cfr. López Ayllón, Sergio, El derecho a la información, Ed., Miguel Ángel Porrúa, Universidad Nacional Autónoma de México,  Instituto de Investigaciones Jurídicas, Serie G: Estudios Doctrinales, núm. 85, primera edición, México, 1984, pp. 160-161.





10 Chiapas ha sido un Estado en constante actividad política, debido entre otras cosas, al tipo de elecciones que se llevan a cabo. Por un lado las de carácter federal que generalmente ocurren entre una elección local y otra, y estas últimas que ocurren cada tres años (diputados y alcaldes) y seis años (gobernador). En Chiapas se registró una interesante actividad política con la alternancia en el poder ejecutivo en el año 2000 que generó que para el año 2001 los partidos pequeños tuvieran un aumento considerable respecto a la elección de 1998. Véase ANEXO I.


11 El tipo de elección (sea federal o estatal) determina dos cuestiones importantes: primera, en las federales se ofertan temas relativos al empleo, los impuestos, la seguridad o el desarrollo regional y, segunda, en las locales, las propuestas han sido más concretas, relativas a problemáticas que la ciudadanía tiene en forma inmediata en su comunidad, como la implementación de caminos y puentes, espacios educativos, etc. Sin embargo, ambas elecciones suponen un alto grado de ofrecimiento en cuanto a las propuestas para ganar prosélitos que, aunado a la promoción del candidato o al partido político al que pertenece, enriquece la información ciudadana en la toma de decisiones a la hora de votar.


12 Chiapas es un buen ejemplo de pluralidad y alternancia políticas, pues los números de votos no mienten, lo cual vino ocurriendo durante varios años. En 1998 los partidos conservaron su votación respecto a una baja competitividad con el PRI, quien mantenía toda una hegemonía numérica respecto a otros partidos políticos. También en el ANEXO I observamos el número de votos de las elecciones municipales de 1998 y 2001. Puede verse que el PRI conserva un buen número de votos respecto al PRD como segunda fuerza política en el Estado. También se observa (ANEXO II) cómo partidos políticos pequeños, como es el caso del Partido del Trabajo y el Partido Verde Ecologista en el año 2001 tuvieron un ascenso considerable respecto a la elección de 1998. En el ANEXO III observamos cómo el ascenso y descenso en número de votos de los partidos impactó también en el aumento de la participación ciudadana en las elecciones municipales. En 1998 estuvo en el 46.40%, mientras que para el 2001 aumentó a un 51.78%. Especial atención merecen las elecciones de 2004 y 2007. Ello debido al modo con el que los partidos políticos se presentaron a competir. Ante la realidad de una participación ciudadana que giró en torno a inclinarse más por la persona que por la figura del candidato, los partidos políticos sólo en esas dos elecciones realizaron 14 combinaciones de coaliciones. Partidos como el PRD y el PAN compartieron espacio en las boletas electorales. Ambos en coalición obtuvieron 179, 297 votos, mientras que con otros partidos sumados a los lugares en donde participaron solos, obtuvieron los siguientes resultados: PRD- 199, 286 votos; PAN-167,382 votos. Sumado da un total de 545, 965 votos. Por su parte el Partido del Trabajo y el Partido Verde estuvieron aliados. El primero con el PAN y el PRD, mientras que el segundo con el PRI. La estadística nos muestra que la elección de 2004 abrió aún más la pluralidad política, pues el PRI en total con el PV obtuvo 679,912 votos frente a 560, 332 de los otros partidos políticos, lo que se tradujo en una pluralidad aún mayor en la elección a diputados como se verá más adelante, lo importante es destacar el equilibrio entre las fuerzas políticas (ANEXO IV). El equilibrio de las fuerzas se fue consolidando, debido -entre otras cosas- al nuevo ciclo electoral que se inició con la elección a gobernador en el año 2006, en donde la diferencia fue mínima: la Alianza por Chiapas integrada por el PRI y el PV obtuvo 537, 867 votos frente a la Coalición Por el Bien de Todos integrada por el PRD, PT y Convergencia, con 544,062 votos. Análisis propio derivado del estudio de datos estadísticos consultables en los archivos del Instituto de Elecciones y Participación Ciudadana. 


13 La Comisión de Fiscalización Electoral realiza una función que permite no sólo transparentar el uso de los recursos públicos de los partidos políticos, sino prevenir la utilización de capitales ilícitos en sus actividades, lo cual es un verdadero problema al que se enfrentan gran parte de las entidades federativas. Con esta Comisión, el riesgo de una trasgresión al marco normativo electoral disminuye, porque realmente se vigilan los dineros otorgados a los partidos y aquellos que éstos obtienen para financiarse. Esto es posible, porque los partidos están obligados a presentar un informe financiero en forma trimestral y otra anual. Además, en tratándose de la revisión de los gastos de precampaña y campaña, se cuenta con la llamada “política de confronta”, mediante la cual se observan las irregularidades en audiencia pública al partido político para que éste haga las aclaraciones pertinentes, de lo contrario puede ser sancionado. El esquema de revisión financiera en Chiapas, obliga a reflexionar si el modelo dual de organizar elecciones y fiscalizar a la vez, sin autonomía técnica y presupuestaria, concentradas en un mismo órgano electoral (como ocurre con el IFE y todos los instituto electorales del país), realmente funciona de manera eficiente y eficaz en relación a la transparencia que se pretende; o, en su caso, si supone un riesgo mayor para que las tareas de fiscalización, vigilancia y control de los dineros en la política se condicionen por poderes fácticos motivados por la dinámica en que se desarrollan los procesos electorales, en la que los partidos políticos a través de cuestionamientos generalmente ajenos a los jurídicos, tratan de lograr posicionamientos políticos o ventajas, ocasionando que posterior a cada elección, no sea casual que se presente el fenómeno de la petición tácita de una fiscalización light a cambio de no presionar o enjuiciar la actuación y el papel del órgano electoral en la elección correspondiente (como ocurrió a nivel federal, no así en el estado de Chiapas), convirtiéndose lo anterior en un círculo vicioso que distrae las tareas reales de fiscalización de la autoridad y, por lo mismo, produce un severo control de los partidos políticos sobre el manejo y disposición de finanzas ilícitas, lo cual supone una impunidad disfrazada de legal o un posible fraude a ley, problemas todos que la entidad del sureste ha tomado en serio y pretende resolver con el diseño de una ingeniería constitucional sui generis, la cual, es ya una referencia obligada para enriquecer y fortalecer los sistemas electorales en Latinoamérica.





14 La democracia intrapartidista supone mecanismos que garanticen una participación real de la ciudadanía en el interior de los partidos políticos, en el que sus derechos políticos sean respetados y se les garantice pleno acceso a la información que poseen en el cumplimiento de sus fines que tienen encomendados.


15 Datos otorgados por la Dirección General de Fiscalización y Auditoría de la COFEL. Véase ANEXO V


16 Ídem


17 Ídem
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